Nema: Demanda de Inconstitucionalidad.

HONORABLE SALA DE LO CONSTITUCIONAL DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.

María __________________________, de veinticinco años de edad, estudiante de Ciencias Jurídicas, del domicilio de Soyapango, departamento de San Salvador, portadora de mi Documento Único de Identidad número cero uno _________________________________. Juana __________________________, de veinticuatro años de edad, estudiante de Ciencias Jurídicas, de este domicilio, portadora de mi Documento Único de Identidad número cero dos ____________________________., Cristina_________________________, de veinticuatro de años de edad, estudiante de Ciencias Jurídicas, del domicilio de Soyapango, Departamento de San Salvador, portadora de mi Documento Único de Identidad número cero nueve ________________________; y Martina _______________________, de cincuenta y tres años de edad, Licenciada en Relaciones Internacionales, de este domicilio, portadora de mi Documento Único de Identidad número cero uno__________________________; a vos respetuosamente EXPONEMOS:
Que venimos por este medio a interponer Demanda de Inconstitucionalidad, de conformidad a la Ley de Procedimientos Constitucionales bajo los siguientes términos:

I.  DISPOSICIÓN LEGAL CONTRARIA A LA CONSTITUCIÓN.
La Disposición Infra-constitucional objeto del presente proceso es el artículo 120-A, del Decreto Legislativo Número 1220, el cual es una reforma a la Ley de Tránsito Terrestre, Transito y Seguridad Vial, emitido por la Asamblea Legislativa el día 11 de abril del presente año, y publicado en el Diario Oficial Número 94, Tomo 359, el día 26 de mayo de 2003.


La citada disposición expresamente regula que:

“Las multas impuestas por infracciones de tránsito y seguridad vial, serán válidas únicamente a partir de la vigencia de este Decreto, su monto tendrá un recargo del cuatro por ciento anual de interés posterior a los treinta días de haber sido impuesta…”
II DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL CONCULGADA.
“Ni el Órgano Legislativo, ni el Ejecutivo podrán dispensar del pago de las cantidades reparadas a los funcionarios o empleados que manejen fondos fiscales o municipales, ni de las deudas a favor del fisco, o de los municipios…”

III. ARGUMENTOS DE LA INCONSTITUCIONALIDAD PLANTEADA.
3.1 Sentido y Alcance de la disposición constitucional.

Naturaleza jurídica de las multas.

De conformidad al artículo 14 de la Constitución vigente, el cual señala “corresponde únicamente al Órgano Judicial la facultad de imponer penas. No obstante la autoridad administrativa podrá sancionar, mediante resolución o sentencia y previo al debido proceso, las contravenciones a las leyes, reglamentos u ordenanzas, con arresto hasta por cinco días o con multa, la cual podrá permutarse por servicios sociales prestados a la comunidad”.

Del tenor del mismo corresponde excepcionalmente a la Administración Pública en el ejercicio del IUS PUNIENDI Estatal, la aplicación de multas, por el incumplimiento de las respectivas normas infraconstitucionales.

Por si hubiera duda respecto de la pertinencia de este poder, la doctrina y la jurisprudencia se han encargado de vigorizar el planteamiento antes expuesto asintiendo respecto de esta facultad que: “Las Justificaciones del desarrollo de la potestad sancionadora en manos de los entes administrativos obedece a razones pragmáticas evidentes, dado que sin ella, se dificulta a la administración el cumplimiento de su finalidad última que es garantizar: el mantenimiento del propio orden jurídico, el de la sociedad en su conjunto, y el de la misma administración, mediante la represión de todas aquellas conductas contrarias al mismo.” (José Suay Rincón, Compendio de Derecho Administrativo. Quinta Edición. Editorial Legis, Colombia Página 820)

Consecuencia jurídica de la imposición de las multas.
Como se deduce, y además aparece claramente determinado en la Ley de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial, es obligatorio que el particular que ha recibido una multa por  un valor determinado, deba cumplir con el contenido del acto, que para el caso es el depósito de la cantidad específica, en el Ministerio de Hacienda, el cual a su vez será posteriormente remitido al Fondo General de la Nación y por tanto constituye patrimonio Estatal.

Respecto de la naturaleza de dicha sanción Guillermo Cabanellas, en su Diccionario de Derecho, expone que consiste en la “Pena Pecuniaria que se impone por una falta delictiva, administrativa a de policía o por incumplimiento contractual…”. Por lo relacionado la multa inequívocamente representa un acto jurídico desfavorable, que grava la esfera jurídica patrimonial del administrado infractor, intimándolo al pago de una cantidad cierta, aplicada como consecuencia jurídica de la infracción.

A nivel jurisprudencial la Sala de lo Constitucional ha establecido que “Se entiende por sanción administrativa un mal infringido por la Administración a un administrado como consecuencia de una conducta ilegal, que consiste en la privación de un bien o de un derecho, o la imposición de la obligación de pagar una multa, o el arresto del infractor” (Sentencia de 23III2001, Inc. 897, Considerando V 4).

3.2 Caracterización del pago de las multas impuesta, como una deuda a favor del Estado.
Desde un punto de vista económico, una vez impuesta la multa y adquirido el estado de firmeza de la misma producto de la falta o fallida impugnación realizada, se constituye en una “obligación de pagar” a favor del Estado, quien como se ha determinado es su acreedor y destinatario final.

Según la doctrina de la obligaciones, Ignacio Verdugo, (Teoría de las Obligaciones. Página 345, Editorial CIVITAS, Primera Línea Edición) sostiene que esta tienen diferentes orígenes, entre las cuales vale destacar aquellas que comprenden el patrimonio de las personas, en virtud de la imposición de cargas que se han derivado de incumplimientos respecto de normas jurídicas que como es el caso, establecen una serie de parámetros de obligatorio cumplimiento, y cuya violación acarrea consecuencias económicas.

En el tema administrativo, el legislador ha escogido dentro de las diferentes consecuencias jurídicas que puede acarrear la desobediencia a determinados parámetros sociales de obligatorio cumplimiento, que el transgresor deba pagar determinada cantidad en concepto de de efecto jurídico, ya que dicho pago representa un medio que pretende escarmentar el incumplimiento detectado. (Alejandro Nieto, en su libro “Sanciones Administrativas”. Página 675. Editorial Porrúa. 1996).

De lo expuesto García Trevijano Fos, tratadista de derecho administrativo destaca en su libro “Los Actos Administrativos” (Página 223. Editorial, Tecnos. 1987), que el hecho de la previsión normativa, y el carácter heterónomo de la norma en sí mismo, general el efecto de transformar la cantidad determinada como consecuencia jurídica del incumplimiento, en un mandato de pago, que funciona como consecuencia de exigibilidad estatal en virtud del carácter ejecutivo y ejecutoriado de todo acto administrativo.

Por lo dicho, la mera imposición como acto de autoridad imprime en el contenido del acto un carácter vinculante, que habilita al Estado a su cobro inclusive por las vías coercitivas ante la falta de su aporte por parte del administrado infractor.

Es este efecto vinculante, que se ha señalado, el que transforma una decisión administrativa en un cargo cuyo cumplimiento debe ser entendido como la satisfacción de la voluntad, lo que no puede ser interpretado en otro sentido que buscar o conseguir la perfecta aplicación de una norma.

Así las cosa, como lo apunta Roberto Dromi en su libro “Las finanzas del Estado” (Editorial Sancho. Página 1234, Argentina. 1999) los cargos o montos (multas) derivados de la aplicación de toda suerte de Sanciones que aparezcan configuradas en forma jurídicas independiente de su naturaleza (Tributaria, sancionaría e inclusive contractual) se repuntan como hechos generadores de “obligaciones” a favor del Estado quien se convierte por ese mismo hecho, en acreedor e interesado de su enteramiento ya que representan, como él lo denomina en términos presupuestarios, lícitos “hechos generadores de recargo” sobre el patrimonio del conminado a su pago.

Siendo el Estado en quien descansa la potestad de ejercitar el IUS PUNIENDI, y a quien corresponde la aplicación de las mismas, en la relación que se transforma (una vez impuesta la multa), en un vínculo patrimonial, es dable concluir, que este se convierte en el único “acreedor” de dichas cantidades.

Por todo lo expuesto es inequívoco concluir que, el monto de una multa constituye una deuda a favor del fisco (Estado).
Por si existiera aún duda respecto del carácter de obligación que involucra el monto determinado en concepto de sanción, basta señalar dos aspectos que son característicos de toda obligación de pago a favor del Estado:

A) Por un lado el dato que por disposición legal las cantidades originalmente impuestas devengan intereses (característica que solo le es atribuible a las obligaciones de pago vencidas); y por otro,

B) El hecho cierto que corresponde a la Fiscalía General de la República diligenciar su cobro inclusive de manera coercitiva, ya que representan independiente de su origen sancionatorio, dineros cuya propiedad y disposición es propia del Estado.

Es importante ver que el igual que las deudas de origen tributario, o las que se originan en los incumplimientos contractuales, representan sin lugar a dudas haberse que deben ser honrados ya que representan obligaciones económicas.


3.3. Efecto jurídico de la disposición impugnada

Realizando un análisis literal de la disposición objeto d esta acción, encontramos que la misma comporta el efecto jurídico de la eliminación de las multas impuestas con anterioridad a la vigencia del decreto Legislativo 1220, lo cual se constituye inequívocamente como una suerte de condonación o perdón de las mismas.
Lo anterior da pie para concluir que el efecto jurídico de la disposición en comento, es la eliminación de la vida jurídica del conjunto de sanciones, y en consecuencia de los importes económicos que esta misma manda pagar.
En términos más sencillos, una vez entrado en vigencia el Art. 120 A, se estaría privando al Estado –que en todo caso es el acreedor de estos dineros- , de una cantidad acumulada de dinero que debió ingresar a las arcas estables.
Lo anterior se explica al realizar una revisión del estado o existencia jurídica de las cantidades que representan el momento de la imposición de sanciones antes y después de la vigencia de la norma impugnada, ya que es innegable su desaparecimiento del mundo jurídico.


3.4 Contradicción constitucional.

La simple lectura del Artículo 232 de la Constitución vigente, permite determinar que está expresamente vedado tanto al Órgano Legislativo como al Órgano Ejecutivo, la potestad de emitir actos ya sea de índole legislativo como administrativo, en virtud de los cuales se pretenda afectar negativamente la Hacienda Pública revocando el efecto de pago, el cual como se ha definido es el único resultado de la firmeza de las multas que han sido impuestas con anterioridad a la norma impugnada de Inconstitucional.

Es claro que la disposición en comento erige dos supuestos distintos a saber:

a) La dispensa del pago de cantidades reparadas a los funcionarios y empleados de que manejen fondos fiscales o municipales; y

b) La dispensa de cantidades que representan deudas a favor del fisco o de los municipios.

Claramente y como se ha definido en los apartados anteriores, el Artículo 120-A, atenta en contra de la disposición constitucional señalada, ya que la emisión del Decreto Legislativo PRETENDE EL EFECTO QUE EL CONSTITUYENTE ESTABLECIÒ COMO PROHIBITIVO.

Establecido ya, que el efecto del Artículo 120-A, es la eliminación de las multas y la consecuente proscripción de las cantidades que cada una importa, se configura para el caso particular los elementos tipificados en el Artículo 232 de la Constitución Vigente.

3.4 Limite de la facultad estatal para las amnistías e indultos como formas de perdón.

Bajo el principio de legalidad en el artículo 86 de la Constitución vigente, es correcto concluir sin ningún esfuerzo, que los poderes, inclusive los de la Asamblea Legislativa deben verse acotados o restringidos a las pre-configuraciones normativas, dentro de las cuales no escapa el ámbito constitucional.

En otros términos: los poderes normativos como ejercicio de potestades regaladas por el ordenamiento normativo encabezado por la Constitución proscriben la emisión de actos como el impugnado, lo que se traduce (su emisión), en una clara transgresión al principio de legalidad de cara al Órgano Legislativo.

Advertido ya que no existe poder legitimo habilitante que permita a la Asamblea Legislativa la condonación de las deudas a favor del Estado, es viable concluir que ha existido un sobre apoderamiento de facultades y por tanto se ha transgredido el esquema de legalidad que rige el ejercicio de las funciones legislativas en virtud de las cuales se ha producido la norma impugnada.

Igual anotado que los poderes de condonación o perdón que asisten la Asamblea en aplicación del ordenamiento jurídico vigente, se restringen a las penas “penales” puede concluirse que aunque de forma material lo actuado por la Asamblea Legislativa, representa una forma de amnistía o indulto respecto de los pagos ya definidos como “obligatorios”, se encuentra ejecutada fuera de todo contexto o posibilidad otorgada o predefinida por las Leyes de la República.

Por si existiera duda sobre los planteamientos que acotan el poder Legislativo en estudio, esta misma Sala ha dictado; “Las competencias de la Asamblea Legislativa, no tienen origen en la ley sino que vienen dadas directamente por la Constitución de modo que, ésta más atribuciones que las que le confieren las disposiciones constituciones”, (Sentencia de Inconstitucionalidades ref. 332000ac de fecha 31082001).

A manera de conclusión sobre el tema ya que en concreto respecto de la potestad de condonar o perdonar sanciones, la potestad mencionada en el Artículo 131 numeral 26, es en efecto propia del Órgano Legislativo, pero referida exclusivamente al ámbito de las penas de índole penal, y jamás podría extenderse este poder a las penas administrativas o sanciones administrativas, que aunque son una forma especial del mismo poder punitivo del Estado, no comportan verdaderas sanciones penales, que son respecto de las únicas que se ha atribuido el poder de perdón para le Asamblea Legislativa.


IV. PETICION
Que con base en los artículos 73 No 2 y 246 de la Constitución de la República vigente, y los artículos 9 y 10 de la Ley de Procedimientos Constitucionales, SOLICITAMOS, que en base a los argumentos planteados se declare la Inconstitucionalidad de manera general y obligatoria del artículo 120-A, por violentar los artículos 86 inciso final y 232 de la Constitución de la República vigente.

En consecuencia a vos PEDIMOS:

A) Se nos tenga por parte en el carácter que comparecemos;

B) Se admita la presente demanda inconstitucionalidad en contra del artículo 120-A de Decreto Legislativo numero un mil doscientos veinte, el cual es una reforma a la Ley de Transporte Terrestre, Transito y Seguridad Vial.

C) Se pida informe detallado a la Asamblea Legislativa sobre las disposiciones consideradas inconstitucionales, así como al Presidente de la República; 

D) En sentencia definitiva se declare que el artículo 120-A es inconstitucional por quebrantar los artículos 86 inciso final y 232 de la Constitución de la República.

Señalo como lugar para oír notificaciones las oficinas contables ubicadas en Residencial ________________, senda ___________ poniente, numero ________, San Salvador, teléfono ______________, asimismo podremos ser notificadas a través del correo electrónico ____________________________, y autorizamos a la bachiller ______________________, para que en nombre nos represente ante vos para oír notificación, traslados, pedir o presentar documentos y cualquier otra diligencia o actividad procesal.

Asimismo agregamos copias certificadas  de nuestros Documentos Único de Identidad, cuatro copias de la demanda y una copia del ejemplar del Diario Oficial en donde fue publicada la disposición objeto de esta demanda impugnada de inconstitucional.

San Salvador, ____- de octubre de 200____.

